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RECONSIDERACIÓN ADMINISTRATIVA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 36, 

PÁRRAFO TERCERO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. LA NEGATIVA 

FICTA CONFIGURADA ANTE LA FALTA DE RESPUESTA A LA PETICIÓN 

RELATIVA, CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA CONTRA LA QUE 

PROCEDE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 2a. X/2003, 

publicada en la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 

XVII, febrero de 2003, página 336, de rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 

FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ‘RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS 

DEFINITIVAS’. ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 11, 

PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL.", al interpretar 

el alcance del artículo 11, fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa abrogada, precisó que las resoluciones definitivas no sólo eran 

aquellas que no admitan recurso o, admitiéndolo, sea optativo, sino que también debe 

considerarse la naturaleza jurídica de la resolución, sea ésta expresa o ficta, la cual debe 

constituir el producto final o la voluntad definitiva de la administración pública, como última 

resolución dictada para poner fin a un procedimiento, y como manifestación aislada que no 

requiere de un procedimiento que le anteceda para poder reflejar la última voluntad oficial. 

Por tanto, contra la negativa ficta configurada ante la falta de respuesta a la petición de la 

reconsideración administrativa que prevé el artículo 36, párrafo tercero, del Código Fiscal de 

la Federación, conforme al artículo 3, fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal 

de Justicia Administrativa, vigente a partir del 19 de julio de 2016, procede el juicio 

contencioso administrativo, en observancia al derecho fundamental de acceso a la justicia, 

previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya 

que al tener un origen meramente fiscal, es viable que por dicha vía sea reclamada la 

abstención en que incurre la autoridad tributaria en la solicitud del contribuyente pues, de 

otra manera, se le dejaría en completo estado de indefensión y su petición jamás tendría un 

pronunciamiento positivo o negativo, lo que de suyo resulta violatorio de los derechos 

fundamentales de legalidad, seguridad jurídica y audiencia, previstos en los artículos 14 y 16 

de la Carta Magna. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 

CIRCUITO. 



 

Amparo directo 416/2017. Comercializadora Brisot, S.A. de C.V. 7 de noviembre de 2017. 

Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Fernando 

Rodríguez Ovalle. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 04 de mayo de 2018 a las 10:09 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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NEGATIVA A LA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE UN SALDO A FAVOR DE 

CONTRIBUCIONES. SI EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

PROMOVIDO EN SU CONTRA LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA CUENTAN CON LOS ELEMENTOS PARA 

RESOLVER EL FONDO DEL ASUNTO, DEBEN HACERLO, CON BASE EN LOS 

PRINCIPIOS DE EXHAUSTIVIDAD, CONGRUENCIA Y MAYOR BENEFICIO. 

 

Conforme al artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las 

Salas del Tribunal Federal de Justicia Administrativa tienen la obligación de proteger y 

garantizar los derechos humanos, de conformidad, entre otros, con el principio de 

progresividad y, además, de acuerdo con el artículo 17 de la propia Constitución, deben 

impartir justicia pronta y expedita. En esos términos, están constreñidas a analizar la 

procedencia de la solicitud de devolución de saldo a favor de contribuciones en el juicio 

contencioso administrativo promovido contra su negativa, cuando tengan los elementos para 

hacerlo. Lo anterior encuentra sustento en el ánimo del legislador, al adicionar un penúltimo 

párrafo al artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010, 

que aunado al numeral 50, penúltimo párrafo, del mismo ordenamiento, exigen a dichos 

órganos jurisdiccionales, cuando existan agravios encaminados a controvertir el fondo de la 

cuestión efectivamente planteada por el actor, a resolverlo con base en los principios de 

exhaustividad, congruencia y mayor beneficio que rigen en el dictado de sus sentencias, lo 

cual implica estudiar los argumentos que, de resultar fundados, tendrán como consecuencia 

eliminar la posibilidad de que los procedimientos administrativos y jurisdiccionales se 

alarguen innecesariamente. Por tanto, una vez desvirtuados los motivos de la negativa a la 

devolución, y de contar con los elementos para ello, las Salas mencionadas deben examinar 

todos los conceptos de anulación tendentes a que se declare el derecho subjetivo pretendido. 

 



PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 158/2017. Ramón Treviño Guajardo, su sucesión. 29 de noviembre de 

2017. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Carlos 

Toledano Saldaña. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 04 de mayo de 2018 a las 10:09 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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INDEMNIZACIÓN POR MUERTE DEL TRABAJADOR. TIENE DERECHO A 

RECIBIRLA LA MUJER CON LA QUE CONVIVIÓ DE FORMA CONSTANTE Y 

ESTABLE E, INCLUSO, PROCREÓ HIJOS, AUN CUANDO LA RELACIÓN NO 

REÚNA LOS REQUISITOS EXIGIDOS PARA EL MATRIMONIO O EL 

CONCUBINATO. 

 

El artículo 501, fracciones I y III, de la Ley Federal del Trabajo dispone que tendrán derecho 

a recibir indemnización en caso de muerte, entre otros, la viuda que hubiese dependido 

económicamente del trabajador, así como la persona con quien el trabajador vivió como si 

fuera su cónyuge durante los 5 años que precedieron inmediatamente a su muerte, o con la 

que tuvo hijos, siempre que ambos hubieran permanecido libres de matrimonio durante el 

concubinato. De lo anterior, se advierte que se otorga la exclusividad al derecho a recibir la 

indemnización a la esposa o concubina del trabajador fallecido, lo que excluye a otros tipos 

de convivencia familiar o de pareja de hecho que, al convivir constantemente generan 

vínculos de solidaridad y ayuda mutua, sin cumplir con todos los requisitos exigidos para el 

matrimonio o el concubinato, lo cual constituye una distinción basada en una "categoría 

sospechosa", que coloca a ese tipo de parejas en una situación de desprotección en relación 

con su derecho a acceder a un nivel de vida adecuado y de solidaridad social. En 

consecuencia, en los casos en que se patentice la existencia de una pareja que convive de 

forma constante y estable, fundada en la afectividad, la solidaridad y la ayuda mutua, deben 

aplicarse las protecciones mínimas que prevé el derecho para el matrimonio y el concubinato, 

ya que, aun cuando éstos no se configuren, persiste la obligación de otorgar la indemnización 

a favor de la pareja del trabajador fallecido, al demostrarse que mantuvo una relación 

sentimental prolongada y estable e, inclusive, que procrearon hijos, por lo que no puede 



considerarse como una simple relación efímera o pasajera, carente de tutela o protección 

legal. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL 

OCTAVO CIRCUITO. 

 

Amparo directo 799/2017. María de Jesús Sánchez González. 15 de febrero de 2018. 

Mayoría de votos. Disidente: Arcelia de la Cruz Lugo. Ponente: Roberto Rodríguez Soto. 

Secretario: Carlos Reyes Velázquez Cancino. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 04 de mayo de 2018 a las 10:09 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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DIVIDENDOS O UTILIDADES PROVENIENTES DE LA CUENTA DE UTILIDAD 

FISCAL NETA. LAS PERSONAS FÍSICAS PUEDEN ACREDITAR EL IMPUESTO 

SOBRE LA RENTA PAGADO POR LA SOCIEDAD QUE SE LOS DISTRIBUYÓ. 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción 

de tesis 34/2016, que dio origen a la jurisprudencia 2a./J. 56/2017 (10a.), determinó que de 

la interpretación armónica y sistemática de los artículos 10, 11 y 88 de la Ley del Impuesto 

sobre la Renta, vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, se colige que cuando los dividendos 

o utilidades distribuidos por una sociedad provienen de su cuenta de utilidad fiscal neta 

(CUFIN), y se realizó el pago del tributo correspondiente a los ingresos que los generaron 

mediante el impuesto corporativo, es innecesario que, al efectuarse su distribución a personas 

físicas, deba pagarse nuevamente el impuesto respectivo; de ahí que, concluyó, en términos 

del artículo 165, primer párrafo, de la ley referida, procede el acreditamiento del impuesto 

sobre la renta que un contribuyente persona física refleja en su declaración anual, siempre y 

cuando considere como ingreso acumulable, además del dividendo o utilidad percibido, el 

monto del gravamen pagado por la sociedad, correspondiente a la referida distribución y, 

además, cuente con la constancia de pago de dividendos a que alude el propio ordenamiento. 

Ahora, la conclusión anterior es aplicable a las personas físicas que, para acreditar el 

impuesto pagado por la sociedad que les distribuyó los dividendos o utilidades, se sujeten al 

artículo 140 de la ley vigente. 

 



PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 216/2017. Martha Silvia Benavides Fernández. 28 de septiembre de 2017. 

Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Fernando 

Rodríguez Ovalle.  

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 34/2016 y la 

tesis de jurisprudencia 2a./J. 56/2017 (10a.), de título y subtítulo: "RENTA. PROCEDE EL 

ACREDITAMIENTO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 165, PÁRRAFO PRIMERO, DE 

LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 

2013, SEA QUE LOS DIVIDENDOS O UTILIDADES DISTRIBUIDOS PROVENGAN 

O NO DE LA CUENTA DE UTILIDAD FISCAL NETA, PUES EN AMBOS CASOS LA 

SOCIEDAD PAGA EL TRIBUTO RESPECTIVO." citadas, aparecen publicadas en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de junio de 2017 a las 10:22 horas y en 

la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo II, junio 

de 2017, páginas 1314 y 1365, respectivamente. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 04 de mayo de 2018 a las 10:09 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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DEVOLUCIÓN DE UN SALDO A FAVOR DE CONTRIBUCIONES. SI EN EL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PROMOVIDO CONTRA LA NEGATIVA A LA 

SOLICITUD RESPECTIVA, SE DESVIRTÚAN LOS MOTIVOS DE ESE ACTO, AUN 

CUANDO SE HAYAN SUSTENTADO EN EL DESISTIMIENTO, LAS SALAS DEL 

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBEN RESOLVER EL 

FONDO DEL ASUNTO Y NO REENVIAR EL EXPEDIENTE A LA AUTORIDAD 

ADMINISTRATIVA PARA QUE, EN UNA NUEVA OPORTUNIDAD, VALORE SI SE 

ACREDITA LA EXISTENCIA DE UN DERECHO SUBJETIVO SOBRE LO PEDIDO. 

 

El principio de progresividad, previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, impide la interpretación restrictiva de las normas de derechos 

humanos y la regresión respecto de su sentido y alcance de protección, al favorecer su 

evolución para ampliar su alcance de protección. Acorde con este principio, y con la 

obligación establecida en el artículo 17 de la propia Constitución, las Salas del Tribunal 



Federal de Justicia Administrativa tienen la obligación de promover y garantizar los derechos 

humanos mediante la impartición de justicia pronta y expedita. En estas condiciones, cuando 

dichos órganos conocen del juicio contencioso administrativo promovido contra la negativa 

a la solicitud de devolución de un saldo a favor de contribuciones y se desvirtúan los motivos 

por los que no se realizó la devolución respectiva, aun cuando se hayan sustentado en el 

desistimiento a que se refiere el artículo 22, quinto y sexto párrafos, del Código Fiscal de la 

Federación, no deben resolver en el sentido de reenviar el expediente a la autoridad 

administrativa para que, en una nueva oportunidad, valore si se acredita la existencia de un 

derecho subjetivo sobre lo pedido, pues esa forma de proceder no cumple con los mandatos 

constitucionales mencionados, ya que al no resolverse el fondo del asunto, cuando se tienen 

los elementos para hacerlo, se somete al solicitante a trámites innecesariamente largos, con 

la consecuente exigencia de interponer nuevos medios de defensa para compeler a la 

autoridad fiscal a cumplir con la obligación legal que debería desempeñar de buena fe y bajo 

un procedimiento reglado en el que ya fueron sometidos a su conocimiento los elementos 

necesarios para comprobar la veracidad del saldo a favor. 

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 158/2017. Ramón Treviño Guajardo, su sucesión. 29 de noviembre de 

2017. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Carlos 

Toledano Saldaña. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 04 de mayo de 2018 a las 10:09 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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DEVOLUCIÓN DE SALDO A FAVOR DE CONTRIBUCIONES. LA AUTORIDAD 

SÓLO PUEDE TENER POR DESISTIDO AL SOLICITANTE, POR LOS MOTIVOS 

PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 22 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 

 

El precepto citado prevé, como únicos motivos para tener por desistido al solicitante de una 

devolución de saldo a favor de contribuciones: 1) La petición expresa del interesado 

(desistimiento expreso); o, 2) La omisión absoluta de aclarar los datos de su petición o de 

atender un requerimiento de información o documentación (desistimiento tácito). Así, los 

supuestos contenidos en dicha disposición son tan claros, que la resolución de la autoridad 



administrativa que, motu proprio, tiene por desistido al solicitante de la devolución, sin que 

se actualicen los supuestos para ello, no puede entenderse sino como una negativa tendente 

a evadir o retrasar el cumplimiento de la obligación correlativa al derecho subjetivo del 

contribuyente.  

 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 158/2017. Ramón Treviño Guajardo, su sucesión. 29 de noviembre de 

2017. Unanimidad de votos. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Carlos 

Toledano Saldaña. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 04 de mayo de 2018 a las 10:09 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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PUBLICACIÓN "PRELIMINAR" DE LOS DATOS DEL CONTRIBUYENTE EN 

TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. AL 

CONSTITUIR UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN, EN SU CONTRA 

PROCEDE EL AMPARO INDIRECTO. 

 

Los artículos 6o., 7o. y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

prevén el derecho a la vida privada como un límite, entre otras, a las libertades de expresión 

y de imprenta. Asimismo, los artículos 11 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos; 17, numerales 1 y 2, del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos; 

12 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y V de la Declaración Americana 

de los Derechos y Deberes del Hombre, reconocen el respeto a la vida privada y, en 

consecuencia, a los derechos de la personalidad y, por otra parte, prohíben las injerencias 

arbitrarias o ataques a éstos. En consecuencia, la publicación de los datos de los 

contribuyentes a que alude el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, constituye un 

aviso que se traduce en una afectación a su imagen y prestigio profesional, por aludir a la 

presunción de que realizan actos que no se apegan a los lineamientos normativos 

correspondientes, pues la advertencia de que efectúan operaciones al margen de las normas 

aplicables puede afectar sus relaciones comerciales y profesionales, aun cuando sea de 

carácter "preliminar" y no definitiva, lo que determina en forma concluyente su situación 



fiscal. Es así, pues la afectación al prestigio, atento a la percepción que de un contribuyente 

puedan tener los demás, especialmente quienes tienen o pueden tener relaciones comerciales 

o profesionales con él, no requiere que la publicación del listado sea la definitiva, porque el 

menoscabo a su imagen puede darse desde la publicación preliminar, que incide en la 

reputación del quejoso, entendida como su prestigio comercial y profesional; vulneración de 

imposible reparación por recaer sobre un derecho sustantivo protegido constitucional y 

convencionalmente. Por tanto, al corresponder ese acto a uno realizado dentro de un 

procedimiento administrativo, que es de imposible reparación en términos del artículo 107, 

fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo, en su contra procede el amparo indirecto. 

 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 

 

Queja 137/2017. Fortaleza Corporativa Forco, S.A. de C.V. 1 de junio de 2017. 

Unanimidad de votos. Ponente: Selina Haidé Avante Juárez. Secretario: Santiago Ermilo 

Aguilar Pavón. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de mayo de 2018 a las 10:16 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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SEGURO SOCIAL. LOS ARTÍCULOS 251, FRACCIÓN XXVIII, DE LA LEY 

RELATIVA, Y 171, FRACCIONES I Y II, DEL REGLAMENTO DE LA LEY DEL 

SEGURO SOCIAL EN MATERIA DE AFILIACIÓN, CLASIFICACIÓN DE 

EMPRESAS, RECAUDACIÓN Y FISCALIZACIÓN, NO CONTRADICEN EL 

ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. 

 

Resulta innecesario que los preceptos legal y reglamentario citados prevean la totalidad de 

las formalidades legales a observarse durante el procedimiento que debe seguir la autoridad 

para ejercer la facultad de comprobación fuera de una visita domiciliaria, pues éstas las 

regulan las demás normas que integran el ordenamiento al que pertenecen (fracciones XV, 

XXXIV y XXXVII del referido numeral 251, así como los artículos 5 A, fracciones XV, XVI 

y XVII, 39 al 39 D, 40 y 271 de la Ley del Seguro Social), en los que se establece que deben 

hacerse del conocimiento del gobernado los errores u omisiones de los que deriva el 

incumplimiento en el pago de las cuotas obrero patronales, además de otorgársele 

intervención para que realice la aclaración correspondiente, y se prevé a su favor un medio 

de defensa, como lo es la inconformidad; de ahí que tales preceptos no contradicen el artículo 

16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 



 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 351/2017. Panificadora el Panque, S.A. de C.V. 24 de enero de 2018. 

Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 

José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita 

Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres 

Contreras.  

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 18 de mayo de 2018 a las 10:23 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 171, FRACCIONES I Y II, DEL REGLAMENTO 

DE LA LEY RELATIVA EN MATERIA DE AFILIACIÓN, CLASIFICACIÓN DE 

EMPRESAS, RECAUDACIÓN Y FISCALIZACIÓN, NO INFRINGE EL PRINCIPIO DE 

RESERVA DE LEY. 

 

El artículo 251, fracción XXVIII, de la Ley del Seguro Social prevé la facultad revisora del 

Instituto Mexicano del Seguro Social y establece que éste podrá requerir a los patrones, 

responsables solidarios o terceros con ellos relacionados, para que presenten en las oficinas 

del propio Instituto la contabilidad, datos, documentos e informes que se les soliciten, y al 

efecto, el artículo reglamentario en comento únicamente señala los aspectos técnico-

operativos para presentar la documentación, así como los plazos y tipo de información 

requerida, por lo que no infringe el principio de reserva de ley. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 351/2017. Panificadora el Panque, S.A. de C.V. 24 de enero de 2018. 

Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 

José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita 

Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres 

Contreras. 

 



 

Esta tesis se publicó el viernes 18 de mayo de 2018 a las 10:23 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RENTA. SON INOPERANTES LOS ARGUMENTOS QUE CUESTIONAN LA 

CONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL 

IMPUESTO RELATIVO, POR SER CONTRARIO AL PRINCIPIO DE 

PROGRESIVIDAD, EN SU VERTIENTE DE NO REGRESIVIDAD, DE LOS 

DERECHOS HUMANOS (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014). 

 

Este Alto Tribunal se ha pronunciado en el sentido de que en materia fiscal los contribuyentes 

no tienen el derecho a tributar de forma indefinida de la misma manera, o bien, sobre la 

misma base o tasa, ya que contribuir al gasto público es una obligación consignada en el 

artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y no 

un bien que ingrese al patrimonio del contribuyente. De lo anterior se sigue que resultan 

inoperantes los argumentos en los que se cuestiona la constitucionalidad del artículo 151, 

fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que prevé los requisitos para deducir los 

pagos por honorarios médicos y dentales, así como los gastos hospitalarios, por transgredir 

el principio de progresividad, en su vertiente de no regresividad, de los derechos humanos, 

pues el Estado, como se estableció, no tiene la obligación de dejar intocadas las bases y 

condiciones conforme a las cuales los gobernados han tributado a lo largo del tiempo o en un 

periodo determinado, ya que en el ámbito tributario esa situación no se traduce en un derecho 

adquirido el cual no pueda modificarse o alterarse posteriormente, mucho menos cuando 

dichos cambios, como sucede en el caso de dicho precepto, atiendan al cumplimiento de 

políticas fiscales trazadas por el Estado.  

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 631/2017. José Armando del Toro Larios. 15 de noviembre de 2017. 

Mayoría de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 

González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con 

salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: José 

Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.  

Amparo en revisión 972/2017. Elizabeth Rosas Domínguez. 7 de febrero de 2018. Cinco 

votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 

González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: 

Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.  



 
 

Esta tesis se publicó el viernes 18 de mayo de 2018 a las 10:23 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
 

Tesis: 2a. 

XXXIII/2018 

(10a.)  

Semanario Judicial de la Federación  Décima Época  
2016916        55 

de 71  

Segunda Sala  
Publicación: viernes 18 de mayo de 

2018 10:23 h  
 Tesis Aislada 

(Constitucional)  

 

CONTABILIDAD. EL ARTÍCULO 36 DEL REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL DE 

LA FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2014, QUE ESTABLECE 

SU RECONSTRUCCIÓN, NO VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA. 

 

La interpretación sistemática y armónica del precepto citado permite concluir que la ausencia 

de plazo para reconstruir la contabilidad, implica que cuando la autoridad fiscal tenga 

conocimiento, por cualquier medio, de que se destruyó la contabilidad del contribuyente, por 

caso fortuito o fuerza mayor, y esté o no ejerciendo sus facultades de comprobación o gestión 

tributaria, debe conceder, caso por caso y mediante resolución debidamente fundada y 

motivada, un plazo razonable, que no podrá ser menor a cuatro meses, al contribuyente para 

reconstruirla mediante el método de concentración, ya que, de otra forma, éste no tendría los 

elementos mínimos para saber cuánto tiempo tiene para ese efecto, ni tampoco el pleno 

conocimiento de las consecuencias de no llevar a cabo su reconstrucción, lo que traería como 

resultado comprometer su derecho a una defensa adecuada como una formalidad esencial del 

procedimiento; de ahí que, el entendimiento así del artículo 36 del Reglamento al rubro 

citado, no viola el derecho a la seguridad jurídica. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo directo en revisión 4751/2017. Las Misiones Club Campestre, A.C. 22 de 

noviembre de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 

Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 

Medina Mora I.; votó con reserva José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto 

Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 18 de mayo de 2018 a las 10:23 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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TRABAJADORES PENSIONADOS CONFORME A LA LEY DEL SEGURO SOCIAL 

DEROGADA QUE REINGRESAN A LABORAR. TIENEN DERECHO A LA 

DEVOLUCIÓN DE LA TOTALIDAD DE LAS SUBCUENTAS DEL SISTEMA DE 

AHORRO PARA EL RETIRO, APORTADAS CONFORME AL NUEVO MARCO 

JURÍDICO EN QUE COTIZARON, SI NO REÚNEN LOS REQUISITOS PARA 

OBTENER OTRA PENSIÓN. 

 

Si un trabajador que goza de una pensión conforme a la Ley del Seguro Social derogada, 

cuya consecuencia es, entre otras, que las subcuentas de cesantía, vejez y cuota social y estatal 

se transfieran al Gobierno Federal para su eventual financiamiento, ingresa nuevamente a la 

actividad productiva y a cotizar ante los institutos y organismos correspondientes; al concluir 

esta nueva fase de su vida laboral activa, procede la entrega o devolución del saldo total de 

la cuenta individual de ahorro para el retiro que haya acumulado con motivo del reingreso y 

haber cotizado conforme a la Ley del Seguro Social vigente, siempre que no vaya a ser 

utilizado para obtener otra pensión, habida cuenta que esta ley, en su artículo 154, establece 

que para gozar, por ejemplo, de las prestaciones del seguro de cesantía se requiere, además 

de contar con 60 años o más de edad, que el asegurado tenga reconocidas un mínimo de 1,250 

cotizaciones semanales ante el Instituto Mexicano del Seguro Social y, de no reunirlas, la ley 

autoriza 2 opciones: a) el retiro del saldo de su cuenta individual en una sola exhibición; o, 

b) seguir cotizando hasta cubrir las semanas necesarias para que opere su pensión. Así, 

cuando opte por la primera hipótesis, el trabajador tendrá derecho a que la Afore le devuelva 

y entregue el saldo total acumulado, que incluye las subcuentas de cesantía, vejez, cuota 

social y estatal, sin que pueda negarse a hacerlo alegando que los recursos deben enviarse al 

Gobierno Federal, pues no pueden ni deben servir para refaccionar la pensión de que ya 

gozaba el trabajador con base en la normativa anterior, en atención a que el financiamiento 

de esta última es distinto, y el régimen pensionario derivado de la Ley del Seguro Social 

derogada no debe confundirse con el que proviene de la legislación vigente, máxime si se 

considera que las pensiones del nuevo régimen son financiadas con todos los recursos que 

los trabajadores acumularon durante su vida laboral en su cuenta individual y, por tanto, se 

encuentran exclusivamente a cargo de los propios asegurados por conducto de su 

administradora de fondos para el retiro. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 



Amparo directo 367/2017. Mauricio Delfín Reyes. 14 de diciembre de 2017. Unanimidad 

de votos. Ponente: Jorge Sebastián Martínez García. Secretario: Ismael Martínez Reyes.  

Amparo directo 538/2017. Josefina Blanca Jácome Martínez. 23 de marzo de 2018. 

Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: Lucía del Socorro 

Huerdo Alvarado. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SU 

PROCEDENCIA NO ESTÁ CONDICIONADA A QUE EL TERCERO RETENEDOR 

HAYA ENTERADO AL FISCO EL MONTO CORRESPONDIENTE. 

 

Conforme al artículo 22, primer párrafo, del Código Fiscal de la Federación, las autoridades 

fiscales, de acuerdo con las disposiciones aplicables, devolverán las cantidades pagadas por 

los contribuyentes por concepto de contribuciones retenidas a quien se hubiere realizado la 

retención del impuesto de que se trate; además, en términos del párrafo séptimo del mismo 

numeral, la autoridad tiene la facultad de devolver una cantidad menor a la solicitada, 

derivado de la revisión a la documentación aportada. Sin embargo, entre las condicionantes 

para la procedencia de la devolución no se señala que, respecto de la cantidad solicitada por 

concepto de saldo a favor del impuesto correspondiente, deba demostrarse que el retenedor 

la enteró al fisco federal, pues sólo se establece que, en el caso de contribuciones retenidas, 

la devolución se hará a los contribuyentes que los hubiesen enterado, mientras que tratándose 

de impuestos indirectos, la devolución por pago de lo indebido corresponderá a las personas 

que hubieran pagado el impuesto trasladado a quien lo causó, cuando no lo hayan acreditado, 

por lo cual, quien trasladó el impuesto (en forma expresa y por separado o incluido en el 

precio), no tendrá derecho a pedir su devolución. En consecuencia, cuando el contribuyente 

solicite la devolución del impuesto al valor agregado, el fisco federal no podrá negarla a 

causa de que el tercero retenedor no hubiere enterado el monto correspondiente, ya que el 

derecho del solicitante a esa devolución no depende del cumplimiento de obligaciones que 

no le son imputables pues, de considerarlo así, se establecería una carga al contribuyente 

directo no prevista en la ley. 

 



TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA 

DEL QUINTO CIRCUITO. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 

41/2017. Administrador Desconcentrado Jurídico de Sonora "2", residente en Ciudad 

Obregón, Sonora, en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe 

del Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad demandada. 22 de febrero de 

2018. Unanimidad de votos. Ponente: Alba Lorenia Galaviz Ramírez. Secretaria: Lydia 

María lnzunza Castro.  

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 

58/2017. Administrador Desconcentrado Jurídico de Sonora "2", residente en Ciudad 

Obregón, Sonora, en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público, del Jefe 

del Servicio de Administración Tributaria y de la autoridad demandada. 1 de marzo de 

2018. Unanimidad de votos. Ponente: Alba Lorenia Galaviz Ramírez. Secretario: Cruz 

Fidel López Soto. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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REVISIÓN FISCAL. A FIN DE DETERMINAR SU PROCEDENCIA, POR CUANTO 

AL REQUISITO DE QUE EN LA SENTENCIA RECURRIDA EXISTA UN 

PRONUNCIAMIENTO DE FONDO, DEBE CONSIDERARSE QUE SE PRODUCE 

CUANDO SE DETERMINA EN TAL FALLO EL DERECHO AL ACREDITAMIENTO 

DE UN TRIBUTO. 

 

Para elucidar la procedencia de la revisión fiscal, de acuerdo a diversas jurisprudencias que 

sobre el tema ha emitido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe 

estudiarse, primero, si se trata de un vicio formal o de fondo. Este último se configura cuando 

en la sentencia recurrida se determina el derecho del acreditamiento de un impuesto, en tanto 

que es un aspecto del acto impugnado que constituye su premisa esencial, es decir, se trata 

de un elemento de la litis que incide en la materia de la resolución combatida; aunado a que 

implica, precisamente, la declaración del derecho tal acreditamiento, dado que la causal de 

anulación correspondiente, se relaciona directamente con la indebida, y no insuficiente, 

fundamentación y motivación del acto impugnado. Esto es, tal estudio impacta directamente 

sobre el derecho sustantivo del acreditamiento, el cual, por tanto, le genera al contribuyente 



esa prerrogativa elemental que, en consecuencia, hace procedente el recurso de revisión 

fiscal, en cuanto al requisito de que la sentencia recurrida contenga tal pronunciamiento de 

fondo. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 16/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Sexto y 

Séptimo, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 11 de diciembre de 2017. 

Mayoría de seis votos de los Magistrados Juan José Rosales Sánchez, René Olvera 

Gamboa, Filemón Haro Solís, Elías H. Banda Aguilar, Marcos García José y Óscar Naranjo 

Ahumada. Disidente: Juan Manuel Rochín Guevara. Ponente: René Olvera Gamboa. 

Secretario: Ricardo Manuel Gómez Núñez.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 

Circuito, al resolver la revisión fiscal 13/2017, y el diverso sustentado por el Séptimo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la revisión 

fiscal 26/2017.  

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 16/2017. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 28 de mayo de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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REVISIÓN FISCAL. A FIN DE DETERMINAR SU PROCEDENCIA, DEBE 

ATENDERSE EN PRIMER ORDEN Y PREPONDERANTEMENTE, SI SE TRATA DE 

UN VICIO DE FONDO, PARA LO CUAL NO DEBEN CONSIDERARSE LOS 

EFECTOS QUE LA SALA IMPRIMA A SU SENTENCIA, SINO EXCLUSIVAMENTE 

A LA EXISTENCIA DE VIOLACIONES DE FONDO, O EN SU CASO DE FORMA. 

 

Para elucidar la procedencia de la revisión fiscal, de acuerdo a diversas jurisprudencias que 

sobre el tema ha emitido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe 

estudiarse, primero, si se trata de un vicio formal o de fondo. De actualizarse este último, 

https://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/DetalleGeneralV2.aspx?id=27850&Clase=DetalleTesisEjecutorias


entonces ha menester verificar que se configure, además, alguno de los otros presupuestos 

materiales a que alude el artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, para que sea procedente el recurso. Ahora bien, de conformidad con la 

jurisprudencia 2a./J. 58/2016 (10a.) acuñada por la propia Segunda Sala, de rubro: 

"REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE ESE RECURSO CONTRA SENTENCIAS 

QUE, POR VIRTUD DE UNA DECLARACIÓN DE NULIDAD POR ASPECTOS 

FORMALES, ORDENEN LA DEVOLUCIÓN DE MERCANCÍAS AFECTAS EN EL 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA CON 

EMBARGO.", lo determinante para colmar con el primero de los requisitos de procedencia, 

es que los motivos o razones de la nulidad, sean de fondo, sin que al respecto puedan 

analizarse los efectos que al respecto se plasman en la sentencia recurrida, puesto que estos 

últimos no constituyen la materia de fondo del asunto, como es el caso en que se establezca 

que la Sala no contaba con los elementos necesarios para pronunciarse sobre el derecho 

subjetivo, cuestión que está relacionada con dichos efectos de la nulidad y no con sus 

motivos. 

 

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 16/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Sexto y 

Séptimo, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 11 de diciembre de 2017. 

Mayoría de seis votos de los Magistrados Juan José Rosales Sánchez, René Olvera 

Gamboa, Filemón Haro Solís, Elías H. Banda Aguilar, Marcos García José y Óscar Naranjo 

Ahumada. Disidente: Juan Manuel Rochín Guevara. Ponente: René Olvera Gamboa. 

Secretario: Ricardo Manuel Gómez Núñez.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 

Circuito, al resolver la revisión fiscal 13/2017, y el diverso sustentado por el Séptimo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la revisión 

fiscal 26/2017.  

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 de junio de 2016 a las 10:03 horas y en la 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo II, junio 

de 2016, página 1174.  

 
Ejecutorias  

Contradicción de tesis 16/2017. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 28 de mayo de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 

QUE ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR 

HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, ASÍ COMO LOS GASTOS 

HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 

SEGURIDAD JURÍDICA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014). 

 

De la exposición de motivos de la iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal en relación 

con el artículo citado, se advierte que la finalidad inmediata constitucionalmente válida 

buscada con su establecimiento, consiste en prever una medida a través de la cual pueda 

identificarse plenamente la veracidad de las operaciones, así como a las personas que 

efectúen el gasto para determinar si en realidad tienen derecho a ser beneficiarios con la 

deducción correspondiente, al identificar al pagador real de los servicios que se deducen, lo 

que como finalidad mediata, permite no sólo mejorar el esquema de control y fiscalización 

de deducciones personales, sino también evitar actos de evasión y elusión fiscal, además de 

facilitar el cumplimiento de las facultades de la autoridad fiscal. De esa forma, a partir de la 

finalidad mencionada, inmediata y mediata, sí es posible justificar la constitucionalidad del 

precepto señalado a la luz del examen de proporcionalidad, lo que permite advertir el 

contexto en el cual se genera un beneficio a la sociedad pues, por una parte, resulta necesario 

identificar la veracidad de las operaciones y a las personas que las realizan y, por otra, la 

obligación de efectuar los pagos por honorarios médicos y dentales, así como los gastos 

hospitalarios, no es absoluta ni perjudica desmedidamente a quienes se encuentra dirigida. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 478/2017. Patricia Guadalupe López Araujo. 30 de agosto de 2017. 

Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 

Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Javier 

Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 

Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 

QUE ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR 

HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, ASÍ COMO LOS GASTOS 

HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO TRANSGREDE LOS 

PRINCIPIOS DE PROPORCIONALIDAD JURÍDICA Y DE RAZONABILIDAD 

LEGISLATIVA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014). 

 

Del análisis del proceso legislativo del precepto legal mencionado, se advierte que el 

requisito consistente en que la deducibilidad de los honorarios médicos y dentales, así como 

de los gastos hospitalarios procede sólo cuando éstos hayan sido solventados a través de los 

medios del sistema financiero, persigue las siguientes finalidades: a) Identificar plenamente 

la veracidad de esas operaciones, así como a las personas que efectúan el gasto y determinar 

si en realidad tienen derecho a ser beneficiados con la deducción correspondiente; b) 

Garantizar que las deducciones se apliquen únicamente por las personas que efectivamente 

realizan la erogación y que legalmente tienen derecho a efectuarla; y, c) Otorgar a la autoridad 

fiscal mayor certeza de que los beneficiados de las deducciones aludidas son efectivamente 

los sujetos que se encuentran en los supuestos previstos y que las deducciones corresponden 

exclusivamente a los pagos por los conceptos descritos en la norma tributaria. Conforme a lo 

anterior, el artículo 151, fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta no transgrede los 

principios de proporcionalidad jurídica y de razonabilidad legislativa, pues dichas finalidades 

resultan constitucionalmente válidas, toda vez que la imposición del requisito señalado abona 

a que la autoridad hacendaria cuente con elementos suficientes para verificar el correcto 

cumplimiento de las obligaciones fiscales, lo que en última instancia permite constatar la 

observancia del mandato establecido a cargo de los gobernados de contribuir al gasto público 

previsto en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, además de que el precepto legal en estudio cumple con los criterios de ser idóneo 

y necesario, toda vez que del análisis de las disposiciones legales que rigen la utilización de 

los métodos de pago del sistema financiero, es válido concluir que contribuyen al 

cumplimiento de la finalidad contemplada por el legislador, esto es, permitir la identificación 

de los sujetos que realizan dichas operaciones y constatar su veracidad. 

 

SEGUNDA SALA 

 

Amparo en revisión 631/2017. José Armando del Toro Larios. 15 de noviembre de 2017. 

Mayoría de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 

González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 



de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: Alberto Pérez Dayán. 

Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.  

Amparo en revisión 1009/2017. Martha de Lourdes Gómez Álvarez. 24 de enero de 2018. 

Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 

José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con reservas 

Alberto Pérez Dayán, en relación con el tema de proporcionalidad. Ausente: Margarita 

Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.  

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 151, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, 

QUE ESTABLECE LOS REQUISITOS PARA DEDUCIR LOS PAGOS POR 

HONORARIOS MÉDICOS Y DENTALES, ASÍ COMO LOS GASTOS 

HOSPITALARIOS DE LAS PERSONAS FÍSICAS, NO TRANSGREDE EL DERECHO 

A LA PROTECCIÓN DE LA SALUD (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DE 2014). 

 

El requisito formal establecido en el precepto citado, relativo a que los pagos por honorarios 

médicos y dentales, así como de los gastos hospitalarios se realicen a través de determinados 

medios, no transgrede el derecho a la protección de la salud reconocido por el artículo 4o. de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues dichos servicios son 

accesibles y se encuentran al alcance de todos los gobernados, al margen de que los pagos y 

gastos respectivos deban cumplir ciertos requisitos para efectos de su deducibilidad en el 

ámbito fiscal. Ello es así, porque el derecho a la deducción de los pagos por honorarios 

médicos y dentales, así como de los gastos hospitalarios, no es inherente a las personas físicas 

por el solo hecho de serlo, sino que adquiere relevancia cuando los gobernados, en su carácter 

de contribuyentes, quieran ejercerlo. Así, el hecho de establecer requisitos formales para 

ejercer el derecho a la deducción, no implica desconocer la condición de ser humano de las 

personas físicas en su carácter de contribuyentes, ni representa una limitación a la protección 

del derecho a la salud, ya que tanto el Estado como los particulares no se encuentran 

imposibilitados para brindar los servicios de calidad respectivos, siendo una cuestión 

independiente que los gastos que se generen, para efectos de su deducción en el ámbito fiscal, 

tienen que cumplir con las previsiones formales establecidas en el artículo 151, fracción I, de 

la Ley del Impuesto sobre la Renta.  

 

SEGUNDA SALA 



 

Amparo en revisión 478/2017. Patricia Guadalupe López Araujo. 30 de agosto de 2017. 

Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 

Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; Javier 

Laynez Potisek manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 

Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.  

Amparo en revisión 631/2017. José Armando del Toro Larios. 15 de noviembre de 2017. 

Mayoría de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 

González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 

de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: Alberto Pérez Dayán. 

Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.  

Amparo en revisión 1009/2017. Martha de Lourdes Gómez Álvarez. 24 de enero de 2018. 

Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 

José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; emitió su voto con 

reservas Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 

Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.  

Amparo en revisión 972/2017. Elizabeth Rosas Domínguez. 7 de febrero de 2018. Cinco 

votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 

González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: 

Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.  

Amparo en revisión 965/2017. Teresa Anzarut Shamosh. 24 de enero de 2018. Unanimidad 

de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 

Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz 

Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.  

Tesis de jurisprudencia 47/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 

Tribunal, en sesión privada del dos de mayo de dos mil dieciocho. 

 
Ejecutorias  

Amparo en revisión 478/2017. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 

lunes 28 de mayo de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 

General Plenario 19/2013. 
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PRUEBAS OFRECIDAS ANTE EL IMSS MEDIANTE UN ESCRITO ACLARATORIO. 

PUEDEN TOMARSE EN CUENTA EN EL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO PORQUE SE OFRECIERON DURANTE LA TRAMITACIÓN DE 

LA INSTANCIA ADMINISTRATIVA Y OBRAN EN EL EXPEDIENTE. 

 

A través de la jurisprudencia 2a./J. 73/2013 (10a.), la Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación estableció que el principio de litis abierta que rige al juicio contencioso 

administrativo no implica para el actor una nueva oportunidad de ofrecer las pruebas que, 

conforme a la ley, debió exhibir en el procedimiento de origen o en el recurso administrativo 

procedente, estando en posibilidad legal de hacerlo. El supuesto al que se refiere la 

mencionada jurisprudencia no se actualiza cuando, después de haberse emitido la cédula de 

liquidación, el patrón exhibe pruebas mediante un escrito de aclaración, así sea que 

eventualmente interponga el recurso de inconformidad, en razón de que tales pruebas se 

exhibieron durante la etapa administrativa y, por ende, al obrar en el expediente 

administrativo, la Sala Regional puede tomarlas en consideración, sin que sea óbice a lo 

anterior lo dispuesto por el artículo 39-D de la Ley del Seguro Social, en el sentido de que el 

IMSS podrá aceptar las aclaraciones debidamente sustentadas que presente el patrón, siempre 

que no se haya interpuesto el recurso de inconformidad o cualquier otro medio de defensa, 

pues ello solamente implica que el IMSS ya no podrá decidir sobre la aclaración instada, por 

ser la cédula también materia de un recurso, pero de ninguna manera puede interpretarse 

como, ni constituir una restricción para la jurisdicción de litis abierta que se atribuye a la Sala 

Regional, de modo que pueda valorar tales pruebas en la sentencia, en tanto que fueron 

exhibidas durante el procedimiento administrativo de origen, como tampoco puede ser una 

restricción para que el propio IMSS las considere al resolver el recurso administrativo. 

 

DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 

90/2017. Titular de la Jefatura de Servicios Jurídicos de la Delegación Sur de la Ciudad de 

México del Instituto Mexicano del Seguro Social. 7 de noviembre de 2017. Unanimidad de 

votos. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Daniel Sánchez 

Quintana.  

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a/J. 73/2013 (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA QUE LO 

RIGE, NO IMPLICA PARA EL ACTOR UNA NUEVA OPORTUNIDAD DE OFRECER 

LAS PRUEBAS QUE, CONFORME A LA LEY, DEBIÓ EXHIBIR EN EL 

PROCEDIMIENTO DE ORIGEN O EN EL RECURSO ADMINISTRATIVO 

PROCEDENTE, ESTANDO EN POSIBILIDAD LEGAL DE HACERLO 



[MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 69/2001 (*)]." citada, aparece 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 

XXII, Tomo 1, julio de 2013, página 917. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. LAS SEMANAS COTIZADAS Y 

RECONOCIDAS A LOS TRABAJADORES PENSIONADOS CONFORME A LA LEY 

VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997, INFLUYEN PARA LA 

DETERMINACIÓN, CÁLCULO E INCREMENTOS DE LA PENSIÓN 

CORRESPONDIENTE, PERO NO EN EL MONTO DE LAS SUBCUENTAS DE 

RETIRO Y VIVIENDA, CUYA DEVOLUCIÓN SE SOLICITE. 

 

Los trabajadores que obtuvieron una pensión bajo el régimen de la Ley del Seguro Social, 

vigente hasta el 30 de junio de 1997, tienen derecho a que se les devuelvan las aportaciones 

que hubiesen ahorrado en las subcuentas de retiro y vivienda (cuando no hayan dispuesto de 

éstas o de algún crédito), y su monto será el que aparece en los estados de cuenta expedidos 

por las instituciones que las tienen a su cuidado, pues de los artículos 18 de la Ley de los 

Sistemas de Ahorro para el Retiro y 31 y 40 de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la 

Vivienda para los Trabajadores, se concluye que son las Afores y el Infonavit quienes 

administran los recursos de los trabajadores y están obligados a devolverlos o a transferirlos, 

en su caso, al Gobierno Federal. De ahí que el número de semanas cotizadas ante el Instituto 

Mexicano del Seguro Social, no tiene relevancia en los montos o cantidades de dinero a 

devolver por las subcuentas de retiro y vivienda, porque dichas cotizaciones sólo influyen en 

la propia determinación de una pensión, en su cálculo e incrementos, conforme al artículo 

167 de la ley aludida. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO 

CIRCUITO. 

 

Amparo directo 315/2017. Fermín García Beristaín. 1 de marzo de 2018. Unanimidad de 

votos. Ponente: Jorge Sebastián Martínez García. Secretario: José Vega Luna. 



 
 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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INICIO DEL PROCEDIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE 

INEXISTENCIA DE OPERACIONES. PROCEDE EL JUICIO DE NULIDAD EN SU 

CONTRA DADA LA AFECTACIÓN JURÍDICA QUE SU PUBLICIDAD ACARREA. 

 

Si bien el oficio por el que se informa al contribuyente que se encuentra en el supuesto 

previsto en el primer párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, relativo a 

la presunción de inexistencia de operaciones, no constituye una resolución definitiva, pues 

atiende al inicio de un procedimiento administrativo, lo cierto es que tal oficio causa un 

agravio en materia fiscal que actualiza la procedencia del juicio de nulidad, porque en 

términos de ese precepto, así como del diverso 69 de su reglamento, una vez notificado el 

mismo, la autoridad procederá a publicitar que sigue tal procedimiento contra el 

contribuyente, tanto en la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, como 

en el Diario Oficial de la Federación. Siendo así, esos actos de emisión, publicación y 

divulgación de la presunta conducta irregular del contribuyente, afectan su imagen y 

reputación –derecho al honor en sentido objetivo, el cual ha sido definido por la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como la estimación interpersonal que la persona 

tiene por sus cualidades morales y profesionales dentro de la comunidad y es lesionado por 

todo aquello que afecta a la reputación que la persona merece–, es decir, el derecho a que 

otros no condicionen negativamente la opinión que los demás hayan de formarse de nosotros. 

Lo anterior, en la medida en que expone su imagen negativamente, al propiciar la percepción 

pública de que opera de manera irregular, aun cuando en ese momento sólo es una presunción 

no comprobada por la autoridad fiscal, que puede imposibilitarle o dificultarle de manera 

significativa desarrollar con normalidad las actividades encaminadas a la realización de su 

objeto social y traducirse en que resienta algún perjuicio en su patrimonio, todo lo cual le 

agravia fiscalmente y, por ello, le legitima a acudir, desde luego, al juicio de nulidad. Lo 

anterior, sin perjuicio de que pueda optar por impugnar sólo la resolución definitiva que se 

llegue a dictar en el procedimiento administrativo previsto en el citado artículo 69-B, o bien, 

de haber optado por impugnar la inicial, si durante el procedimiento del juicio de nulidad se 

dictara la resolución final, ampliar su demanda en contra de ese ulterior acto. 

 

DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

 



Amparo directo 320/2017. Employed Human Capital, S.A. de C.V. 7 de noviembre de 

2017. Unanimidad de votos. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: 

Carlos Eduardo Hernández Hernández. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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DEVOLUCIÓN DE PAGO DE LO INDEBIDO. ES ILEGAL NEGARLA ADUCIENDO 

QUE LA SUMA PAGADA INDEBIDAMENTE FUE ANTES DEDUCIDA POR EL 

CONTRIBUYENTE Y/O QUE POR ELLO LE REPRESENTARÍA UN DOBLE 

BENEFICIO. 

 

La devolución de pago de lo indebido constituye un derecho del contribuyente a través del 

cual se reincorporan a su patrimonio las cantidades que indebidamente pagó al fisco, derecho 

cuya efectividad, en términos del artículo 22 del Código Fiscal de la Federación, no está 

sujeta ni limitada a si la cantidad indebidamente pagada fue previamente deducida; de ahí 

que no haya fundamento legal que pueda dar sustento a tal negativa y no sería lícito que el 

fisco retuviera una cantidad que le fue pagada sin existir una obligación para ello, lo que 

incluso puede resultar, inconstitucionalmente confiscatorio. Como tampoco es lícito negar 

tal devolución afirmando que, de acordarla favorablemente, ello representaría un doble 

beneficio fiscal para el contribuyente (el primero, derivado de la deducción autorizada por la 

ley para efectos del impuesto sobre la renta y, el segundo, derivado de la devolución de esa 

cantidad, previamente deducida, por considerarla como pago de lo indebido), en tanto que 

las deducciones no son un beneficio fiscal ni tienen para el contribuyente un valor real 

equiparable a su valor nominal y, dada su función, hay una importante diferencia contable y 

fiscal entre hacer una deducción y realizar un pago de lo indebido. La deducción es un 

concepto cuya función contable es reducir la base gravable a la que se le aplicará la tasa del 

impuesto, y no uno cuyas cantidades se resten al resultado fiscal o al impuesto a pagar, de 

modo que afectan significativamente diferente al patrimonio del contribuyente. Ahora bien, 

lo anterior no desconoce que el hecho de que ciertos montos pagados indebidamente hayan 

sido previamente deducidos y deban ser, a la postre, devueltos (por haber sido un pago de lo 

indebido) conduce a que, precisamente, por razón de esa circunstancia superveniente, el 

monto declarado y/o enterado del impuesto sobre la renta en aquel ejercicio deba ser ajustado. 

Sin embargo, la necesidad de realizar un ajuste en estos términos, de ninguna manera puede 

ser obstáculo para devolver al contribuyente lo pagado indebidamente, ni justifica que el 

Estado retenga una suma a la que no tenía derecho, siendo que, en todo caso, la autoridad 



fiscal puede ejercer sus facultades de comprobación para verificar, tanto lo relativo al saldo 

principal, como su actualización y, en su caso, accesorios, como lo establece el propio 

artículo 22 citado. 

 

DÉCIMO OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 528/2016. National Material of México, S. de R.L. de C.V. 16 de agosto de 

2017. Unanimidad de votos. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: 

Carlos Eduardo Hernández Hernández.  

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 

510/2016. Secretario de Hacienda y Crédito Público y otras. 16 de agosto de 2017. 

Unanimidad de votos. Ponente: María Amparo Hernández Chong Cuy. Secretario: Carlos 

Eduardo Hernández Hernández. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
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DEDUCCIÓN DE LOS PAGOS POR SERVICIOS DE ENSEÑANZA 

CORRESPONDIENTE A LOS TIPOS DE EDUCACIÓN BÁSICO Y MEDIO 

SUPERIOR A QUE SE REFIERE LA LEY GENERAL DE EDUCACIÓN. PARA QUE 

PROCEDA DEBEN CUMPLIRSE LOS REQUISITOS QUE AL EFECTO PREVÉN LOS 

ARTÍCULOS 1.8 Y 1.9 DEL DECRETO QUE COMPILA DIVERSOS BENEFICIOS 

FISCALES Y ESTABLECE MEDIDAS DE SIMPLIFICACIÓN ADMINISTRATIVA, 

PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 26 DE DICIEMBRE 

DE 2013, A FIN DE ACREDITAR QUE LAS EROGACIONES LAS REALIZÓ EL 

CONTRIBUYENTE QUE PRETENDE AQUÉLLA. 

 

Los preceptos citados otorgan un estímulo fiscal a las personas físicas, consistente en la 

deducción que corresponda de los pagos por servicios de enseñanza correspondiente a los 

tipos de educación básico y medio superior a que se refiere la Ley General de Educación, 

efectuados por el contribuyente, la cual procede únicamente si la erogación se realizó 

mediante cheque nominativo de aquél, transferencias electrónicas de fondos desde cuentas 



abiertas a nombre del contribuyente en instituciones que componen el sistema financiero y 

las entidades que para tal efecto autorice el Banco de México, o mediante tarjeta de débito o 

de servicios. Así, una vez cumplidos los requisitos de los comprobantes fiscales, éstos, como 

medios de prueba, pueden servir para solicitar la deducción. En estas condiciones, la 

realización de los pagos señalados no implica, en automático, que procederá la deducción 

solicitada, porque si bien es cierto que el principio de proporcionalidad tributaria radica, 

medularmente, en que los sujetos pasivos deben contribuir a los gastos públicos en función 

de su respectiva capacidad contributiva, debiendo aportar una parte justa y adecuada de sus 

ingresos, utilidades, rendimientos o la manifestación de riqueza gravada, también lo es que 

el cumplimiento de las formalidades para determinar procedentes las deducciones 

efectivamente erogadas, no debe eludirse bajo la afirmación de que sí se realizó el pago (por 

ejemplo, en efectivo), pues es necesario que se cumplan los requisitos contenidos en las 

disposiciones aludidas, a fin de acreditar que la erogación efectivamente se realizó por el 

contribuyente que pretende la deducción. 

 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 

CIRCUITO. 

 

Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 

186/2017. Titular de la Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal de la Ciudad de 

México "2", del Servicio de Administración Tributaria. 28 de febrero de 2018. Unanimidad 

de votos. Ponente: Alfredo Enrique Báez López. Secretario: Carlos Bahena Meza. 

 
 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas en el Semanario 

Judicial de la Federación. 
 

 


